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Las implicaciones de la deuda externa sobre la realización de los derechos económicos, sociales y culturales (DESC) en México están relacionadas con los diversos y graves impactos sociales de las políticas de estabilización y de ajuste estructural (PAEs) de las Instituciones Financieras Internacionales (IFIs) que se han aplicado en nuestro país en los últimos 20 años, como consecuencia de la crisis por el endeudamiento externo de los años 80. Asimismo, es cada vez más preocupante el peso que adquiere el endeudamiento público interno en el Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) y en porcentaje del Producto Interno Bruto (PIB), con consecuencias directas en limitaciones al gasto social, medida a regresiva en términos de derechos económicos, sociales y culturales (DESC), en franco incumplimiento de las obligaciones del Estado mexicano derivadas de haber ratificado desde 1981 el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (PIDESC)

Para explicar esta situación, el presente documento se divide en cinco apartados, a saber:

· Políticas de Estabilización Económica, Ajuste Estructural y sus impactos en los DESC

· Deuda externa

· Deuda interna 

· Gasto social en el Presupuesto de Egresos de la Federación
· Reforma fiscal contraria a los DESC
*   *   *

1. Políticas de Estabilización Económica, Ajuste Estructural y sus impactos en los DESC

La crisis económica de 1982 en México por el endeudamiento externo marcó el punto de partida para que el país comenzara una estricta aplicación de las políticas de estabilización del Fondo Monetario Internacional (FMI) y de las políticas de ajuste estructural del Banco Mundial (BM), una serie de medidas con numerosas condicionalidades para obtener préstamos, destacando
: 

1. Políticas fiscales contraccionistas para sanear las finanzas públicas pasando por la privatización de numerosas empresas, la reducción del gasto, incluidos los subsidios en materia social. 

2. Restricciones y topes salariales para contener la inflación

3. Políticas monetarias restrictivas aumentando las tasas de interés para restringir la disponibilidad de crédito.

4. Liberalización del comercio a través de una apertura indiscriminada supuestamente para reactivar la economía 

5. Eliminación de regulaciones a la inversión extranjera directa e indirecta (esta última orientada a recibir divisas aunque fuera capital golondrino)

6. Desregulación y flexibilización de los mercados laborales.

Algunos impactos en DESC de las PAESs en México: el caso de las privatizaciones y de los programas de combate a la pobreza

Los impactos que la aplicación de PAEs tanto de primera como de segunda generación han tenido en términos del deterioro de derechos económicos, sociales y culturales en México son diversos. Para ejemplificar algunos de ellos, describiremos brevemente la situación generada por las privatizaciones, como parte de las políticas de ajuste de primera generación, y de los programas de combate a la pobreza focalizados, como parte de las políticas de segunda generación. 

Las privatizaciones

En primer lugar, es importante señalar que entre 1986 y 1990 la mitad de los préstamos del Banco Mundial a México se destinaron al ajuste estructural. 
 

Como lo señalamos en el Informe Internacional de Social Watch 2003 titulado “los pobres y el mercado”, los programas de estabilización y ajuste estructural que ha adoptado México a partir de la crisis del endeudamiento externo de1982 han incluido la privatización total o parcial de numerosas empresas y actividades estatales en diversos sectores: industrial, financiero, agropecuario, minero, de infraestructura, de comunicaciones, petroquímico, y hasta de  seguridad social. El ritmo de las privatizaciones en el país fue tan vertiginoso como el de las quiebras provocadas por el propio gobierno. Así, “de las 1,115 empresas estatales que había en 1983 diez años después sólo quedaban 213.”
 Entre las empresas paraestatales vendidas se ubican tanto estratégicas como secundarias, generadoras de utilidades como ineficientes, y muchas fueron compradas a precios muy por debajo de su valor real. 

Además de la gravedad de los costos sociales generados por los despidos masivos, la pérdida de derechos por modificaciones a los contratos colectivos y la falta de transparencia en muchas de las ventas y en el destino de los recursos obtenidos, las privatizaciones en México también son cuestionables en términos de la poca o nula regulación por parte del Estado para asegurar el fomento del desarrollo económico y social del país en el mediano y largo plazo. Es decir, el objetivo inmediato de reducir el gasto público para sanear las finanzas privó sobre objetivos de corte estratégico.  ¿Irresponsabilidad?, ¿incapacidad?, ¿falta de visión?, ¿corrupción?; una mezcla de estos factores y sobre todo, consecuencia de haber importado un modelo de “desarrollo” económico basado en el mercado, que minimiza la función económica y la responsabilidad social del Estado a tal grado que genera mayor inequidad, pobreza, deterioro ambiental y por ende,  limitaciones al pleno goce de derechos fundamentales económicos, sociales y culturales, sobretodo cuando el proceso privatizador toca los servicios públicos, sean éstos estratégicos o básicos.

El proceso privatizador en el terreno de los servicios públicos en nuestro país ha adquirido distintas modalidades; desde el desmantelamiento de instituciones gubernamentales y la desregulación de la actividad que impulsaban para dar lugar al libre juego del mercado, hasta el traslado formal de la administración de los servicio al sector privado. En el primer caso podríamos situar, por ejemplo, a la Comisión Nacional de Subsistencias Populares (CONASUPO) que se encargaba de la comercialización de granos básicos y la fijación de precios de garantía, y cuya desaparición ha tenido impactos negativos en el derecho humano a alimentarse. En el segundo caso, destacaría la privatización del sistema de pensiones y sus consecuencias en el disfrute de derechos laborales y del derecho a la seguridad social. 

La liberalización del comercio y las inversiones, y la privatización de numerosas empresas destacan entre las políticas de ajuste estructural de primera generación, cuyos  principales costos pueden traducirse en afectación de derechos económicos, sociales, culturales y ambientales de amplios sectores de la población mexicana.  El aumento del desempleo, la precarización del empleo existente, la profundización de la crisis del campo,  el crecimiento de la pobreza rural y urbana, incluida la feminización de la pobreza, entre otros problemas, son efecto de la aplicación de estas políticas. Ante este escenario devastador, reconocido por la propia BMD aunque minimizado como “mal necesario”, se introdujeron en la década de los 90 las políticas de ajuste de segunda generación, paralelamente a las reformas económicas en curso. Durante la década de los 90 los préstamos enfatizaron, entre otros rubros, los de salud y erradicación de la pobreza.

Los programas de combate a la pobreza

Entre 1989 y 1994 se vivió en México la llamada etapa del llamado Ajuste con Rostro Humano promovido también por el Banco Mundial, una segunda generación de políticas sociales para compensar los impactos de las políticas económicas en curso. El Programa Nacional de Solidaridad (PRONASOL) es característico de esta etapa, combinando elementos de cobertura amplia y focalizada, hasta convertirse en 1997 en el  Programa de Educación, Salud y Alimentación (PROGRESA), principal programa focalizado a población extremadamente pobre en áreas rurales, promovido incluso como modelo exportable para Centro América. Posteriormente, el PROGRESA derivó en el actual Programa de Desarrollo Humano OPORTUNIDADES, que se enmarca en la línea teórica de la Estrategia de Reducción de la Pobreza y Promoción de la Equidad Social del Banco Interamericano de Desarrollo (BID)

En esta estrategia sectorial generada desde el BID uno de los aspectos clave para el combate a la pobreza es el fortalecimiento del capital humano desde la edad temprana hasta la vida adulta. La asignación más grande que ha hecho el Banco a nuestro país en los últimos años ha sido precisamente en apoyo a Oportunidades.
 El 10 de marzo de 2002, la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) de México y el BID firmaron el contrato de un préstamo por 1,000 millones de dólares para apoyar la expansión y consolidación del Programa de Desarrollo Humano Oportunidades. Estos recursos “apoyarán un  programa multifase a seis años, desarrollado en conjunto por la SEDESOL, la Secretaría de Educación Pública (SEP) y la Secretaría de Salud (SSA), con un costo total estimado en 4,755 millones de dólares, que tiene como propósito central ampliar la cobertura del Programa al sector urbano, así como asegurar su impacto a mediano y largo plazo y mejorar su eficiencia operativa.”

Oportunidades es un programa primordialmente compensatorio de los impactos de la política económica, y aunque ha mejorado muchos aspectos que hacían del PROGRESA un programa aún más limitado, desafortunadamente no se trata de un programa basado en los DESC, sino en el lineamiento de la Banca Multilateral sobre fortalecimiento del capital humano. Si Oportunidades hubiera sido concebido desde una política social con  perspectiva de derechos humanos no habría contradicciones entre las distintas medidas gubernamentales en la materia; es decir, no se diría, por ejemplo, que se promueve el derecho a la salud mientras el gasto social en este rubro sufre recortes y el desabasto de medicamentos en hospitales y centros de salud se agrava. Tampoco trabajaría exclusivamente en el fortalecimiento de capital humano, olvidándose de invertir en infraestructura y equipo, por lo que toca a los derechos a la  salud y a la educación. 

La situación es aún peor al mirar los datos alarmantes reconocidos por el propio Secretario de Salud, Julio Frenk, el año pasado respecto a que “la inversión en salud en nuestro país -5.5 por ciento del PIB- está por debajo de la media en América Latina, y es incluso menor al de países mucho más pequeños que el nuestro, como Costa Rica, y que el de Colombia, nación en la que se desarrolla un conflicto bélico... el presupuesto del sector salud se redujo este año en cuatro mil millones de pesos -cerca de diez por ciento- con respecto al del año anterior.”
  Por su parte, el subsecretario de Egresos de la SHCP, Carlos Hurtado López, ha señalado públicamente que en los años por venir se ve difícil que haya más recursos públicos para atender la salud de la población, y ha enfatizado la postura oficial de compensarlos con inversiones privadas, en sus palabras: “el actual equipo de gobierno no ve otro camino que el Estado abdique a su obligación de garantizar el derecho de los mexicanos a disponer de atención médica y dejar los servicios correspondientes en manos del mercado.”
 Cabe señalar que en esta tendencia privatizadora la además de la influencia de la Banca Multilateral, también se observa la presión de la Organización Mundial de Comercio (OMC) a través de  las negociaciones del Acuerdo General sobre Comercio de Servicios (conocido como GATS, por sus siglas en inglés) No podemos soslayar que en México las reformas estructurales aún no han concluido, y en la agenda privatizadora pendiente están precisamente los sectores de salud, educación y energía. El gobierno de Fox no ha desistido en su intención privatizadora aunque eufemísticamente sólo hable de la necesidad de reformar dichos sectores.

Si bien podemos estar de acuerdo cuando el gobierno afirma que “las acciones de política social no pueden concebirse como responsabilidad exclusiva de una sola institución o monopolio del quehacer gubernamental”
,  el desafío está en promover un marco de corresponsabilidad bien entendida, en el que, entre otros aspectos, se contemple  la participación de las organizaciones de la sociedad civil desde el diseño mismo de las políticas públicas y se garantice que el Estado asuma plenamente sus responsabilidades sociales, económicas y de derechos humanos, máxime cuando la pobreza es creciente y la padece más del 50% de la población mexicana. 

Proporción de población pobre en México (año 2000)

	Tipo de pobreza de acuerdo a líneas de pobreza
	Ámbito
	% del total de hogares
	% del total de personas

	Línea 1: Pobreza alimentaria
	Urbano


Rural
Nacional
	9.8

34.1

18.6
	12.6
42.4
24.2

	Línea 2: Pobreza de capacidades
	Urbano
Rural
Nacional
	16.4

41.4
25.3
	20.2

50.0

31.9

	Línea 3: Pobreza de patrimonio
	Urbano

Rural
Nacional
	37.4

60.7
45.9
	43.8

69.3
53.7


Una política social y de combate a la pobreza que verdaderamente se basara en la perspectiva de derechos humanos comprendería y respondería, conforme al derecho internacional de los derechos humanos, a las obligaciones generales del Estado en la materia (respetar, proteger, promover y garantizar) y a las obligaciones específicas en materia de DESC, particularmente las derivadas de haber ratificado el PIDESC desde 1981 (en síntesis, adoptar todas las medidas apropiadas hasta el máximo de los recursos de que disponga para el logro progresivo de estos derechos, garantizándolos sin discriminación alguna) 

Son ya casi 20 años de ajuste en México que ha generado una serie de graves costos sociales, al igual que el supuesto remedio, las PAEs de segunda y tercera generación, que ni siquiera han logrado compensar los costos del ajuste, por el contrario, profundizan la desigualdad económica, social, política con la lógica de la focalización que vienen aplicando. De hecho, el propio Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales que vigila la aplicación del PIDESC en los Estados Partes (en adelante, Comité DESC) recomendó a México en 1999 (recomendación Nº 34) tener cuidado especial en los DESC al negociar con las IFIs las PAEs, la contratación de mayor deuda, la negociación de acuerdos comerciales, etc.: 

34. El Comité pide al Estado Parte que, al negociar con instituciones financieras internacionales y aplicar programas de ajuste estructural y políticas macroeconómicas que afecten al servicio de la deuda externa, la integración en la economía mundial de mercado libre, etc., tenga en cuenta sus consecuencias para el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales, en particular de los grupos más vulnerables de la sociedad. 

2. La deuda externa en México

Para el gobierno del presidente Vicente Fox Quesada el tema del peso de la deuda externa sobre la economía mexicana es, aparentemente, problema superado. De acuerdo con sus analistas financieros, el gobierno explica que incluso se ha dado una reducción del peso del endeudamiento externo básicamente por dos vías: primero, de manera directa, mediante una disminución del valor nominal de la deuda pública externa, efectuada por restructuraciones realizadas en los pasados seis años. La segunda vía para reducir la deuda ha sido la de amortizar de manera directa parte de la misma, inclusive en términos adelantados.  La combinación de estas dos maneras, ha derivado en una sustancial reducción en el peso de la deuda pública externa, que de acuerdo con ese análisis hoy representa 12 por ciento del PIB (78 mil 425 millones de dólares) cifra notablemente inferior del 60 por ciento de los años 80. 

Sin embargo, para los especialistas que se reunieron este año en Bruselas, Bélgica, bajo el auspicio del Comité para la Anulación de la Deuda del Tercer Mundo (CADTM) para discutir el tema de las deudas en los países latinoamericanos, hablar de un problema superado es un mito: "el problema principal con el alto nivel de endeudamiento de México, tanto externo como interno, es que su servicio limita grandemente los gastos de inversión y el aumento del empleo, así como los gastos sociales y los recursos necesarios para instaurar verdaderos programas de combate a la pobreza. Además, en el marco de la globalización, la atracción de recursos externos reclama la aplicación de políticas monetarias y fiscales restrictivas que impiden un crecimiento alto y duradero de la economía."
 De acuerdo con los datos presentados en Bruselas, 20 años después de que estalló la crisis de la deuda externa, el problema del sobrendeudamiento de la economía mexicana continua vigente: “la diferencia ahora es que al endeudamiento externo se agrega una abultadísima y creciente deuda interna... El endeudamiento externo actual, de 25.9 por ciento del PIB, no es muy distinto del que existía en 1981, antes de estallar la crisis de la deuda externa, cuando alcanzaba 31 por ciento del PIB. Además, a diferencia de entonces, el nivel actual de la deuda interna es mucho más elevado y aunque ésta no reclama divisas para su pago, su servicio sí resta enormes recursos al Estado.”
 

Según indicadores de la SHCP y del Banco de México, la economía mexicana tiene un endeudamiento interno y externo total de 410 mil 296.2 millones de dólares, cantidad que equivale a 64.4 por ciento del producto interno bruto (PIB) Este endeudamiento requiere cada año crecientes erogaciones, sólo para atender los intereses de los pasivos que el gobierno y empresas privadas tienen contratados en el exterior. Pasando a cifras anuales, la deuda externa total, es decir, la contratada en el exterior por gobierno, empresas y bancos privados mexicanos, alcanzó al cierre del año 2002 165 mil 115.2 millones de dólares
, cantidad equivalente a 25.9 por ciento del PIB, de acuerdo con información de Hacienda y del Banco de México. En 1981, el año previo a que iniciara la crisis de la deuda externa mexicana, este indicador representaba 31 por ciento del PIB. Entre 1990 y 2002, el gobierno federal destinó recursos por 81 mil 905.8 millones de dólares exclusivamente para atender el pago de los intereses de la deuda pública externa, de acuerdo con la SHCP y el Banco de México. Esta cantidad supera en 8 por ciento el saldo de la deuda pública externa neta, que en diciembre de 2002 alcanzó 75 mil 934.8 millones de dólares, según Hacienda. Esto significa que en 12 años ha sido pagado por concepto de intereses una cantidad superior al monto del endeudamiento, sin tomar en cuenta las amortizaciones realizadas.

Aunque con pequeñas diferencias, la información que había proyectado el Fondo Monetario Internacional al respecto es muy similar:

	Indicadores deuda externa e interna
	2000
	2001*
	2002*

	En % del PNB
	
	
	

	Deuda externa total 
	26.0
	24.8
	23.5

	Deuda externa  del sector público
	14.7
	13.8
	12.5

	Deuda externa del sector privado
	11.3
	11.1
	11.0

	En % de exportación de bienes, servicios y transferencias
	
	
	

	Deuda externa total
	119.0
	123.7
	118.3

	Servicio de la deuda externa total
	42.1
	31.6
	26.5

	Servicio de la deuda publica externa
	26.0
	16.1
	12.1


              *Proyecciones del FMI. Fuente: www.imf.org

Al 31 de diciembre de 2002, la deuda externa total de México ascendió a 138.3 mil millones de dólares, equivalente a 21.7% del PIB. Con ello, el país se colocó como el quinto deudor más importante del mundo después de Brasil, China, Rusia y Argentina. El 17% de ese saldo corresponde a deuda de corto plazo. No obstante, el perfil, la composición, el calendario de amortizaciones y la estructura de la deuda externa, por primera vez en la estadística mundial, le permiten a México ubicarse como "país con un endeudamiento bajo", al igual que China –con 171 mil millones de dólares, equivalentes a 14% del PIB–, considerando su capacidad de pago. Las reservas internacionales del país, de 53 mil millones de dólares, cubren dos años de vencimientos de capital y uno de intereses, lo que coloca a México en una posición de liquidez relativamente holgada para enfrentar choques en los mercados internacionales o etapas de elevada volatilidad.

Datos 2003: 

Deuda pública neta en % del PIB: 

· La SHCP informó que: el nivel de deuda pública neta a fines de marzo de este año 2003 era del 26,6% del PIB, dos puntos porcentuales más que a fines del 2002 (el aumento se debe en gran parte a la depreciación del peso y a un aumento temporal en la deuda externa debido a transacciones en el mercado llevadas a cabo durante el período)
Estructura de la deuda pública externa:

· Respecto a la estructura, la deuda pública equivale a 57% del total con un saldo al cierre de diciembre de 2002 de 78.8 mil millones de dólares; la deuda bancaria a 4.1%, y la del sector privado a 38.9 por ciento. El saldo de la deuda pública externa, al tercer trimestre del 2003, se ubicó en 75 mil 941 millones de dólares.

3. La deuda interna en México

Más allá del problema que significa el lastre de la deuda externa que México paga puntualmente, el panorama se ha complicado con el aumento del endeudamiento público interno, por la conversión de deuda privada en deuda pública a través de las operaciones del llamado “rescate bancario” (Fondo Bancario de Protección al Ahorro –FOBAPROA) y las consecuencias se manifiestan anualmente en el análisis del Presupuesto de Egresos de la Federación (PEF) y de la Cuenta Pública, en donde el gasto social dentro del Gasto Programable disminuye, sufre recortes adicionales al bajar los precios del petróleo (Social Watch 1999), y es desproporcionadamente menor al Gasto No Programable en donde se inscibe además del pago por el servicio de la deuda externa, el FOBAPROA, ahora IPAB (Instituto de Protección al Ahorro Bancario)  

Las implicaciones en términos de DESC son muchas y fueron debidamente documentadas y denunciadas por organizaciones civiles y sociales mexicanas ante el Comité de DESC de Naciones Unidas en 1999 a través del Informe Alternativo sobre la situación de los DESC en México
  (1992-1999) de cara al Tercer In forme Periódico del Estado Mexicano.

De acuerdo con lo que denunciamos sobre los recortes al gasto social en México y que fue publicado en el Informe 1999 de Social Watch
, con la caída de los precios del petróleo en diciembre de 1997 (se había previsto un precio de 13 dólares por barril, pero se cotizó a 8) el gobierno federal (del entonces presidente Ernesto Zedillo) decidió recortar  precisamente el gasto en los rubros de energía, salud, educación, vivienda  y combate a la pobreza, dentro del PEF de aprobado para el año 1998, sentando un terrible precedente que ha sido replicado en varias ocasiones en los años siguientes, incluidos tres recortes  durante el mismo año de 1998. Tan sólo el primer paquete de tres recortes en el año significó:

· El programa de vivienda sufrió un recorte de 280 millones de pesos, equivalente a 54% menos de lo aprobado por la Cámara de Diputados para el Presupuesto de Egresos de 1998. 

· El Programa de Superación de la Pobreza sufrió un recorte de casi el 40% de lo aprobado (pasó de 510 millones a 310 millones de pesos) 

· El sector de educación, además de venir disminuyendo año con año dentro del PEF, sufrió un recorte de 961 millones de pesos, lo que implicó dejar de cosntruir 500 escuelas en los niveles medio y superior, dejar de publicar 15 millones de libros de texto gratuitos y suspender becas para quienes más lo necesitan

· La Secretaría de Desarrollo Social redujo su presupuesto en 8.5% y el Gasto programable se redujo en total en 3.5%

· La alimentación popular se vio afectada por un recorte de 106 millones de pesos al subsidio a la tortilla, lo que reduce el número de familias beneficiarias, mientras su precio se encarecía en 18.8%

Adicionalmente a estas medidas regresivas, también en el primer semestre de 1998 el gobierno federal propuso la conversión en deuda pública del rescate bancario hecho en 1997 con el FOBAPROA, amenazando con que de no hacerse los capitales extranjeros se irían y la economía mexicana tendría una caída pero que la de 1995. Pese a que una parte de la deuda de la banca privada se denunciara como delitos de cuello blanco (corrupción, lavado de dinero, etc.) y se generara una fuerte oposición social, la deuda del FOBAPROA se convirtió en deuda pública, elevando su proporción respecto del PIB de 27.9 % a 42.2%

En el año 2000, el pago de los compromisos de la deuda pública ascendió a 135.578 millones de pesos (13.834 millones de dólares), cantidad un 40% mayor que las aportaciones a la seguridad social y equivalente a tres cuartas partes del total de aportaciones federales a entidades y municipios. Adicionalmente, se afrontaron compromisos de 40 millones de pesos (4.129 millones de dólares) para el rescate bancario, que sumados representaron casi tres veces más que el total del presupuesto asignado a desarrollo social. En su Estudio Económico de México 2000, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) reconoce que las metas de política fiscal se cumplieron sin falta a través de, por ejemplo, “drásticos recortes al gasto como ocurrió en 1998...”  y concluye la OCDE: “esta reducción del gasto público no ha sido gratuita, ya que ha implicado posponer o recortar programas que podrían tener altos beneficios...”
 Precisamente el  gasto social ha sido uno de los principales rubros sacrificables cuando el gobierno ha recortado el presupuesto ante la baja de los precios del petróleo.

Datos de los últimos años sobre endeudamiento interno:
· La deuda interna, al cierre de 2002 alcanzó 245 mil 181 millones de dólares, equivalente al 38.5 por ciento del PIB, compuestos por:  la emisión de bonos gubernamentales por 87 mil 991 millones de dólares; endeudamiento de estados y municipios, 11 mil 25.7 millones de dólares; programas de rescate (bancario, carretero e ingenios, así como de la banca de desarrollo), 107 mil 504.8 millones de dólares; además de los pasivos de los fondos de pensiones del Seguro Social e ISSSTE, por 38 mil 659.9 millones de dólares.
 
· En cuanto al pago de intereses, los datos oficiales revelan que exclusivamente por la emisión de deuda interna mediante bonos colocados en el mercado local, el gobierno ha cubierto entre 1993 y diciembre 2002 recursos por 439 mil 430.9 millones de pesos, cantidad equivalente a la mitad del monto actual en circulación de bonos de la deuda interna.
 
· La deuda interna ha observado desde 1995 una tendencia ascendente, tanto en términos nominales como en proporción al PIB, pero aún es "moderada" y no constituye un "problema" como el causado en los años 80, consideró el Grupo Financiero Bital (GFBital) El endeudamiento interno pasó de 310 millones de pesos en 1995 al saldo actual de 850 mil 237 millones de pesos, lo que representó durante el periodo un incremento de 174 por ciento, de acuerdo con datos oficiales citados por los analistas del GFBital. Como proporción del PIB, pasó de 6 por ciento en 1995, al nivel actual de 14 por ciento.

· La ineficiencia de particulares cuesta al erario público 20% del PIB (una quinta parte)  El saldo de los rescates bancario, carretero, de ingenios y de aviación sumaba en junio de este año 2003 un billón 276 mil 18.1 millones de pesos. Como proporción de la deuda total del gobierno mexicano, que asciende a 2 billones 922 mil 498.7 millones de pesos, los salvamentos clasificados como “partidas contingentes” representan actualmente casi el 44%, sin considerar el pago de los intereses que actualmente generan. Desde 1995 a la fecha, los rescates le han costado al erario público 555 mil 332.3 millones de pesos sólo por el pago de intereses, equivalentes al monto de las reservas internacionales del país; de esa cantidad, 215 mil 304.2 millones se han acumulado durante este sexenio.

Comparaciones de deuda interna con gasto en combate a la pobreza en % del PIB: 

· En 1998, sumando todos los programas destinados al combate a la pobreza extrema,  se alcanzó la cifra de 38 mil 101 millones de pesos, equivalentes al 1% del PIB, al 4.3% del Gasto Neto Total (que es la suma del gasto programable + el no programable), al 28% del costo financiero de la deuda externa y al 5.8% de lo que se destino al costo financiero del rescate bancario para ese año por medio del FOBAPROA.

· La Subsecretaría de egresos de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP) sostiene que en los próximos años “será difícil que haya más recursos públicos para el sector salud.”
 Pero esta insuficiencia de recursos es sólo un mito; basta constatar las prioridades gubernamentales en el presupuesto de egresos de la federación; por ejemplo, los recursos para la prevención y el control de VIH/SIDA no representan ni el 1%  de todo lo que el gobierno ha invertido en el rescate financiero de la banca privada desde 1995

4. El gasto social en el Presupuesto de Egresos de la Federación 

En los Criterios Generales de Política Económica para 2002
 el gobierno federal explica la desaceleración económica de México como resultado, en gran medida, de la evolución del ciclo económico mundial, el cual a su vez está determinado primordialmente por el devenir de la economía estadounidense. La estrecha vinculación comercial y financiera de México con los Estados Unidos tiene como consecuencia cada vez mayor sincronía en la tendencia de ambas economías. La estrategia contenida en dichos Criterios Generales tiene como ejes principales: la disciplina fiscal, el ejercicio responsable, transparente y eficiente del gasto público, así como la promoción de las reformas estructurales necesarias para fortalecer las bases de la economía. 

En cuanto a la situación del país en términos de disponibilidad, asignación y distribución de recursos para el desarrollo, tomamos como ejemplo ilustrativo el Proyecto de Presupuesto de Egresos 2002 (PEF) que envió el presidente de la República a la Cámara de Diputados en noviembre de 2001 para su examen y aprobación, que preveía un gasto neto total de 1 billón 410 mil 654.4 millones de pesos ($1,410,654,400,000.00 equivalentes a 153 mil 332 millones de dólares a un tipo de cambio de 9.2 pesos por dólar), que significaban un crecimiento real de sólo 0.3% respecto al año anterior  y, como proporción del PIB una disminución de cuatro décimas de punto porcentual. 

El gasto programable, en donde se incluye el gasto social, era de 980 mil 095.7 millones de pesos ($980,095,700,000.00 equivalentes a 106,532,141,304.34 dólares) lo que significó una reducción real de 1% respecto al cierre esperado. Como proporción del PIB, pasó de 16.3 a 15.9%, es decir, representó una caída de 4 décimas del producto. Veamos ahora algunos ejemplos de cómo la distribución de los recursos no ha respondido a las prioridades de desarrollo en México:

Gasto social 2002

El gasto para el Desarrollo Social y Humano en 2002 se ubicó en 592 mil 091.7 millones de pesos ($592,091,700,000.00 equivalentes a 64,357,793,478.26 dólares); representando el 60.4% del Gasto Programable y 41.97% del Gasto Neto Total. Sin embargo, el PEF 2002 disminuyó el gasto social respecto al año anterior “pues decae de 10.7 a 9.6% del PIB, supeditándole a una reforma fiscal que, aun cuando se aprobara tal cual tendría un magro efecto recaudatorio si considera que actualmente los ingresos tributarios representan el 11% del PIB y cuando mucho aumentaría a 13%.”
 Las mayores transferencias del presupuesto están en el rescate bancario (0.7% del PIB en 2002 y una décima de punto porcentual cada año a partir del 2003 “proyección validada por el FMI)”

Salud

Varios programas del sector salud dependen de un préstamo por 350 millones de dólares para los próximos cinco años acordado con el BM bajo la condición de que se apruebe la reforma fiscal ya mencionada. Así, acciones como las de salud y nutrición de pueblos indígenas, prevención del VIH/SIDA, la consolidación de la ampliación de cobertura y la propuesta de crear el seguro popular, se verían limitadas seriamente, dejando de beneficiar a regiones y municipios donde habitan 13.6 millones de personas en condiciones de alta marginación.

Educación

La educación es el eje de la política de desarrollo humano y social del gobierno de Fox según el Plan Nacional de Desarrollo 2001-2006. Sin embargo, se previó gastar en educación superior para todo el sexenio 50 mil millones de pesos, mientras que al rescate bancario se le aplican 70 mil millones de pesos en tan sólo dos años.
 Asimismo, la propuesta de PEF 2002 previó un recorte de hasta 2 mil 500 millones de pesos en educación superior que representan  3.3% y en materia de ciencia y tecnología el recorte representa casi 18%.
 Por ejemplo, al Instituto Politécnico Nacional se le reduce 7.49% de su presupuesto respecto al 2001, y a la Universidad Autónoma Metropolitana 8.26%. Con esta reducción no se alcanzó la meta de invertir en educación el 8% del PIB. La reducción en el gasto de educación superior no sólo ocasionó problemas laborales como estallidos de huelgas en universidades del país por la contención salarial de 4.5% que indica la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sino menor inversión en investigación y desarrollo de ciencia y tecnología. 

Indígenas

El Instituto Nacional Indigenista (INI) sufrió un recorte presupuestal de 6% en el 2002 afectando principalmente al área de Procuración de Justicia que requería un incremento de 200%. Este recorte impactó en reducción de personal, limitación de la función de ayuda en la excarcelación de indígenas en los estados del país, disminución de la asesoría y defensoría jurídica ante atropellos y afectación de los convenios que se tienen con 263 organizaciones indígenas, ONG y agrupaciones académicas del país.

5. Reforma fiscal contraria a los DESC

"Existen dos mitos en relación con la deuda externa mexicana. El primero es la idea de que ya no es un problema, que se trata de un asunto superado. El segundo es asumir que si se aplica una reforma fiscal México se podría enfrentar con éxito a los problemas de desarrollo económico y la solución de los problemas sociales."

No obstante que el gobierno de Fox reconoce el grave rezago y la inequidad social existente entre etnias, regiones y generaciones en México, argumenta la insuficiencia de recursos para impulsar y fortalecer los programas sociales destinados a atender las necesidades más apremiantes del país en materia de abatimiento de pobreza, nutrición, educación, vivienda, salud, desarrollo rural, infraestructura y justicia. Para allegarse mayores recursos para el desarrollo social, Fox promueve una reforma fiscal  -recetada por las IFIs- que resulta regresiva y violatoria de los derechos económicos, sociales y culturales pues, como veremos en detalle más adelante, propone gravar con un porcentaje de 10% de Impuesto al Valor Agregado (IVA) los satisfactores básicos que actualmente gozan de tasa cero. 

El objetivo real de la reforma fiscal que impulsa el gobierno de Fox es lograr a toda costa un menor nivel de endeudamiento público como lo exigen las IFIs que, de acuerdo con economistas, “ya proyectaron prácticamente el programa para todo el sexenio de Fox”
 siendo la prioridad de la política económica el pago de la deuda pública. 

En el reporte 2001 del Fondo Monetario Internacional (FMI) sobre México (Consulta del Artículo IV)
, el Fondo felicita al gobierno mexicano por sus recortes al gasto público y por su compromiso de recortes futuros si fueran necesarios para reducir el déficit (párrafo 49) También acogen la propuesta de reforma fiscal para allegarse más recursos (párrafo 51) y señalan que sin ésta la deuda pública aumentará y la economía será más vulnerable a embates externos y a la fluctuación de los precios del petróleo  (párrafo 52)

El Banco Mundial, por su parte, en la Estrategia de Asistencia para el País (CAS) para el periodo 1999-2000, señala las reformas estructurales que debe impulsar el gobierno mexicano para obtener apoyos del Banco: reforma fiscal, financiera, en sector salud del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores del Estado, y laboral
: Estas reformas son financiadas a través del portafolio de 23 proyectos que incluyen aspectos sectoriales como la reducción directa de la pobreza. 
Ya en el año 2001, una iniciativa gubernamental de reforma fiscal similar a la actual fue ampliamente rechazada por diversos sectores sociales y finalmente por el Congreso.  En aquella ocasión, el Poder Ejecutivo presentó ante la Cámara de Diputados una propuesta de Nueva Hacienda Pública que contemplaba algunas medidas que atentaban gravemente contra los derechos humanos económicos, sociales y culturales de amplios sectores de la población mexicana, no sólo a los más pobres.  En aquella coyuntura, las organizaciones civiles que trabajamos en la promoción y defensa de los DESC dirigimos a las y los diputados federales un llamado urgente, apelando a su compromiso ético, político y jurídico  con la nación mexicana, a que contribuyeran a garantizar la plena realización de los derechos  humanos económicos, sociales y culturales cuando legislaran sobre la reforma hacendaria. Nuestros principales argumentos y propuestas fueron:

Los argumentos

· El derecho a llevar una vida digna  nunca podrá hacerse efectivo a menos que toda persona pueda ejercer de manera adecuada y equitativa sus DESC. La propuesta de gravar con 15% de IVA a medicinas, alimentos, libros, colegiaturas, transportes, rentas, contemplada en la Ley del IVA como uno de los componentes de la reforma hacendaria, atentaba principalmente contra los derechos humanos a la salud, la alimentación, la educación, la cultura, el goce del progreso científico y tecnológico, y la vivienda de millones de mexicanos y mexicanas (artículos 2.1; 2.2; 4; 7 a) ii; 11.1; 12.1; 12.2 a), c) y d); 13;  y 15 del PIDESC) 

· El Artículo 2 del PIDESC establece que cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a adoptar medidas, tanto por separado como mediante la asistencia y la cooperación internacionales, especialmente económicas y técnicas, hasta el máximo de recursos de que disponga, para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, inclusive en particular la adopción de medidas legislativas, la plena efectividad de los derechos aquí reconocidos. Este artículo entraña obligaciones para el Estado mexicano en materias como presupuesto público en términos de un gasto social que refleje los DESC como prioridad gubernamental.

· Asimismo, las medidas compensatorias previstas y publicitadas por el Ejecutivo eran, además de insuficientes, deficientes e insostenibles, contrarias al PIDESC, ya que están encaminadas a proteger exclusivamente a una parte de quienes por su posición económica están considerados población en pobreza extrema y excluye a los pobres urbanos, al sector informal, a la clase media. Diversos especialistas coinciden en que otros sectores de la población,  no sólo las personas que viven en esa lamentable situación, saldríamos seriamente afectados con esta medida regresiva. La pérdida de la capacidad de compra con la homologación de la tasa del IVA será el doble de la pérdida que se dio durante la crisis de 1995.

De aprobarse tal  como estaba, la reforma hacendaria se hubiera alejado de la letra y el espíritu de la Constitución mexicana y constituirá además una violación al Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Con ese aumento al IVA el impacto social sería enorme mientras que el impacto económico sería mínimo pues sólo generaría recursos adicionales equivalentes al 1.7% del PIB. 

Que los derechos económicos, sociales y culturales estén reconocidos por escrito constituye un avance, pero no basta, ya que de la consagración de los derechos no se sigue su disfrute de manera automática. Se requieren acciones por parte del Estado para su protección y promoción. 

Las propuestas

· Que las y los legisladores analizaran la propuesta de reforma hacendaria, la modificaran y la votaran con estricto apego a nuestra Constitución y al Pacto Internacional de los Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 

· Que buscaran el consenso en torno a otras medidas recaudatorias que no fueran violatorias de los derechos humanos económicos, sociales y culturales, pues existen otros mecanismos para allegarse recursos que son viables y apegados a los principios de equidad y justicia de los derechos humanos  (por ejemplo, discutir a fondo alguna modalidad de impuesto a las transacciones financieras como el llamado Impuesto Tobin que permite contar con recursos para el desarrollo social gravando al capital especulativo nacional y extranjero que obtiene grandes ganancias sin generar ningún beneficio social)  

· Que de esta forma coadyuvaran en el cumplimiento de las recomendaciones hechas por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales de las Naciones Unidas a México, sobre lo cuál el Estado tendrá que rendir cuentas en su siguiente informe periódico:

En cumplimiento con este Pacto, el gobierno mexicano rindió su Tercer Informe Periódico sobre la situación que guardan los DESC en nuestro país ante el Comité en noviembre de 1999. El Comité de DESC, en correspondencia con sus atribuciones, emitió una serie de observaciones al Estado mexicano (E/C.12/1/Add.41 - 8 de diciembre de 1999)  entre las que destacan:

La preocupación del Comité por el incremento de personas que viven en la pobreza o la pobreza extrema, a pesar del crecimiento positivo de los indicadores macroeconómicos. El Comité considera que, a menos que se traten las causas estructurales de la pobreza como es debido, no se logrará una distribución más equitativa de la riqueza entre los sectores de la sociedad, entre estados ni entre las zonas rurales y urbanas.

El Comité exhorta al Estado Parte a abordar las causas estructurales de la pobreza en México y a ajustar sus programas sociales en consecuencia. Además, el Comité pide que el Estado Parte incorpore a la sociedad civil en general y a los grupos asistidos en particular en la planificación, aplicación y evaluación de esos programas. 

El Comité pide al Estado Parte que adopte medidas eficaces para garantizar el cumplimiento del inciso ii) del apartado a) del artículo 7 del Pacto Internacional de Derechos Civiles Económicos, Sociales y Culturales, que se refleja en el artículo 123.VI de la Constitución mexicana, en relación con la canasta básica establecida oficialmente.

El Comité pide al Estado Parte que, al negociar con instituciones financieras internacionales y aplicar programas de ajuste estructural y políticas macroeconómicas que afecten al servicio de la deuda externa, la integración en la economía mundial de mercado libre, etc., tenga en cuenta sus consecuencias para el disfrute de los derechos económicos, sociales y culturales, en particular de los grupos más vulnerables de la sociedad. 

Todas estas propuestas siguen vigentes ahora que el gobierno ha presentado una segunda propuesta de reforma fiscal consistente en una tasa única de 10% de IVA que grave los bienes a los que actualmente se les aplica tasa cero o están exentos, compuestos principalmente por alimentos y medicinas. 

Por último, es muy importante destacar que, de aprobarse,  esta reforma  no tendría un gran efecto recaudatorio pero sí ocasionaría graves costos sociales en términos del deterioro de las condiciones de vida de muchas personas y familias.  De acuerdo con especialistas en la materia, la recaudación adicional directa con esta medida sería prácticamente cero; puede existir la tentación de exagerar tales ganancias pero ello tiene un límite, pues los diferentes sectores, el Congreso y los gobernadores presionarán para que esas ganancias supuestas se expresen en mayores gastos en el 2004. Así que se debe ser realista, e incluso conservador, en la evaluación para el 2004 ysiguientes años del carácter recaudatorio de la reforma. 

Conclusiones

Como ya se ha demostrado, la crisis por el endeudamiento externo produjo efectos devastadores  en México, tanto directos como indirectos, sobre todo con los 20 años de ajuste que sigue ocasionando estragos en el nivel de vida de la población. Ningún esquema de financiamiento para el desarrollo social será plenamente efectivo si no se replantea el modelo económico de inserción acelerada en la globalización económica, el cual está atentando seriamente contra el derecho al desarrollo y los derechos económicos, sociales y culturales de la población mexicana. 

El Estado mexicano continua moviéndose en una perspectiva equivocada en términos de DESC, condicionando el cumplimiento de sus obligaciones en virtud del Pacto, a la obtención de recursos adicionales por medio de la reforma fiscal. Así lo ha establecido el gobierno federal en las entrevistas realizadas por los expertos independientes que elaboraron el Diagnóstico Nacional sobre los obstáculos estructurales que impiden o dificultan la realización de los derechos humanos en México, en el marco del Acuerdo de Cooperación Técnica con el Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos.  

Finalmente, el gobierno de Fox tiene que cumplir con sus obligaciones en materia de DESC, entre otras, asignándole prioritariamente a la política social los recursos disponibles. Si bien México requiere de recursos adicionales tanto internos como externos, el desarrollo social y el respeto, la protección y la promoción de los DESC no pueden condicionarse a la obtención de nuevos recursos, cuando con los existentes sí se está asegurando el rescate bancario y el pago puntual de la deuda externa.
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